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			PRESENTACIÓN


			ISAÍAS BARREÑADA y RAQUEL OJEDA García


			El 27 de febrero de 1976, España se retiró del Sahara Occidental sin haber cumplido con su obligación de llevar a cabo la completa descolonización del territorio, lo que incluía una consulta de autodeterminación de la población autóctona, tal como se comprometió ante las Naciones Unidas. Cuarenta años después, la cuestión sigue pendiente. Ningún país reconoce la ocupación por parte de Marruecos, el Frente Polisario exige un referéndum de autodeterminación y ha creado un Estado saharaui en el exilio, y la comunidad internacional promueve sin éxito un acuerdo político que satisfaga a las dos partes, mientras que la población saharaui resiste a la colonización entre los campamentos de refugiados, el territorio ocupado y la diáspora. Las condiciones de vida en los campamentos y la falta de expectativas de su población ponen en evidencia más que nunca la urgencia de una solución.


			Un diplomático español que estuvo al frente del departamento para África del Norte en el Ministerio de Asuntos Exteriores en la década pasada confesaba que tres cuartas partes de su tiempo las tenía que dedicar, de forma directa o indirecta, a la cuestión del Sahara Occidental. Ninguna otra cancillería, con la obvia excepción de Marruecos, le ha prestado tanto tiempo y atención a este tema durante cuatro décadas. Sin embargo, esto no supone que España haya asumido un papel destacado y protagónico; al contrario, hace tiempo que la diplomacia española justifica sus limitaciones y asume tácitamente su falta de voluntad política con la llamada “neutralidad activa”, lo que viene a ser el reconocimiento de su bloqueo en la ecuación entre valores-obligaciones-intereses.


			Por razones obvias, el conflicto del Sahara Occidental ha sido un tema constante en la agenda de la política exterior española. Pero también atraviesa el escenario político español —progresista, conservador y nacionalista— y es objeto del interés continuo de los parlamentos autonómicos y de la paradiplomacia municipal, además de traducirse en asistencia humanitaria multiforme con fondos públicos. También ha sido un tema movilizador de la opinión pública reuniendo a ciudadanos comprometidos, asociaciones solidarias, organizaciones de ayuda, defensores de los derechos humanos y también a nostálgicos del periodo colonial reciclados en realistas “a la española”, es decir, con toques de periclitada visceralidad antimarroquí. 


			Sin embargo, después de cuarenta años, si bien subsisten cuestiones generales constantes, como los parámetros del Derecho internacional, la realidad concreta del Sahara Occidental y de su población se ha transformado y complejizado. El bloqueo diplomático no ha impedido que prosigan las dinámicas sociales y políticas de cambio. Este libro pretende abordar esas transformaciones y dinámicas, apuntando algunas, tanto en la realidad fragmentada de la población saharaui (identidad, movilidad, reinvención de sus formas de supervivencia, resistencia, participación política), como en la escena marroquí (discurso, gestión del territorio y de los recursos), española y en lo que atañe a otros actores implicados.


			Aprovechando que en 2016 se cumplen cuarenta años de la retirada de España, aquí se reúnen trabajos de diversos autores, principalmente españoles, que en el marco de distintos proyectos de investigación universitaria han ahondado en algunas de estas facetas desde disciplinas diferentes como el derecho, la economía, la ciencia política, la antropología o las relaciones internacionales. Cada uno lo ha hecho desde su experiencia y con enfoques y valoraciones diferentes. No ha sido objetivo de los coordinadores reunir a autores que tuvieran una misma posición ante la cuestión del Sahara Occidental sino asumir esa diversidad, y en todo caso aprovechar análisis de interés que a veces no trascienden de las revistas académicas.


			Entendemos que estas incursiones en algunas facetas de las realidades saharauis actuales pueden invitar a superar aproximaciones subjetivas y emotivas, y a adentrarse en una comprensión que incorpore más complejidad. A la postre, podrá ser útil para cualquier interesado en esta cuestión, pero también para los activistas, los informadores y los decisores públicos. 


			En todo caso, pensamos que la sistematización de estos estudios permite incorporar esa complejidad a la comprensión de la cuestión del Sahara Occidental y, por tanto, entender mejor cómo la postergación de una resolución del conflicto, justa y conforme al Derecho internacional, en vez de disolver la realidad saharaui tal como pretende Marruecos, más bien propicia que esta se adapte y despliegue otras formas de sobrevivencia y de resistencia.


			Madrid, 8 de marzo de 2016
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			CAPÍTULO 1


			LA CUESTIÓN DEL Sahara OCCIDENTAL. DE LOS ACUERDOS DE MADRID HASTA HOY (1975-2015)






			MIGUEL G. GUINDO Y ALBERTO BUENO


			INTRODUCCIÓN


			El conflicto el Sahara Occidental alcanza su cuadragésimo aniversario sin que las diferentes iniciativas diplomáticas de los últimos lustros hayan conseguido desbloquear la situación de parálisis que vive. El statu quo configurado sobre este territorio no autónomo (en nomenclatura de Naciones Unidades)1 se ha enquistado paulatinamente sin dejar de constituir un frente abierto para el Reino de Marruecos (controversia que también mantiene candente la disputa con el vecino argelino), ni mucho menos satisfacer las posiciones del Frente Polisario. Sin haber disipado del todo su fantasma, el choque bélico comienza a dibujarse lejano en el tiempo sin que las partes hayan alcanzado, por el contrario, un acuerdo que ponga fin a esta controversia jurídica, política e histórica. La completa integración del territorio por Marruecos, la total independencia de la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) o la apertura de una “tercera vía” autonomista son las posibilidades presentadas en las mesas de negociaciones a lo largo de estos años sin que ninguna haya conseguido imponerse.


			Los diferentes hitos político-legales que se han ido sucediendo, cuando no directamente precipitándose, constituyen un buen íter sobre el que reconstruir, aquí brevemente sin ánimo de exhaustividad, la historia reciente de este conflicto para así poder contextualizar y comprender mejor todas las variables que lo atraviesan. Además, nos permiten estructurar una cronología que, a título orientativo, facilita aprehender los momentos clave y las posiciones más significativas de las distintas partes. Dicha cronología la dividimos en cuatro periodos: Primera etapa: conflicto bélico y primera iniciativa de paz y referéndum (1975-2000); segunda etapa: los Planes Baker (2000-2004); tercera etapa: la “tercera vía” marroquí (2004-2012) y cuarta etapa: momento actual (2012-actualidad).


			En torno a estas cuatro etapas se articula el presente capítulo. Somos conscientes de que la primera de ellas es demasiado amplia, comprendiendo dos momentos bien diferenciados y con sus evidentes dinámicas propias: en primer lugar, el conflicto armado entre Marruecos y Mauritania (aunque pronto esta se retirara de la contienda) y el Frente Polisario; en segundo, la puesta en marcha del Plan de Paz y los primeros intentos por sacar adelante un referéndum. No obstante, queremos dedicar en este texto una especial atención a los acontecimientos acaecidos a partir de los Planes Baker —en especial el Baker II, en tanto en cuanto el Plan Baker I apenas fue más allá de su propuesta— por tratarse de las últimas propuestas de las Naciones Unidas con el fin de alcanzar una solución duradera. Remitimos en cualquier caso a la profusa literatura existente para un mayor conocimiento y profundización en los momentos históricos de este ya largo conflicto sin visos de resolución en el horizonte cercano. 


			PRIMERA ETAPA: CONFLICTO BÉLICO Y PRIMERA INICIATIVA DE PAZ Y REFERÉNDUM (1975-2000)


			El inicio del conflicto del Sahara Occidental, tal y como se configura hoy en día, lo tenemos que situar en los estertores de la dictadura franquista en España y el proceso de descolonización impulsado por las Naciones Unidas. La voluntad de la metrópoli española de proceder a descolonizar el Sahara Occidental y convertirlo en un Estado independiente se topó, sin embargo, con la negativa tanto de Mauritania como de Marruecos, cuyas pretensiones territoriales anhelaban un reparto del territorio2. Debido a los lazos históricos reivindicados, Marruecos pidió opinión sobre la controversia entonces suscitada a la Corte Internacional de Justicia (CIJ). Su dictamen de 16 de octubre de 19753 vino a legitimar las posturas de cada una de las partes, o al menos así fue entendido: para el Reino, su posición histórica sobre el territorio; para el pueblo saharaui, su derecho inalienable a la autodeterminación4. En buena medida, estas posiciones primigenias son las que hoy en día se siguen esgrimiendo con mayor énfasis por las posiciones enfrentadas: una fuerza histórico-política frente a un título jurídico.


			Sin embargo, y aun con la opinión jurídica de la CIJ, Marruecos decidió mover ficha y con la Marcha Verde forzó a que España le cediera la administración del territorio (junto con Mauritania) en los llamados Acuerdos de Madrid de 1975. Sin embargo, mientras estos pactos se alcanzaban al margen de la voluntad saharaui, “engañado”, en palabras del diplomático Francisco Villar (2015), el Frente Polisario reaccionaba proclamando la creación de la RASD, en un intento por “llenar el vacío institucional dejado por la salida de España” y “oponer una ‘legalidad saharaui’ a la ‘legalidad marroquí-mauritana’” (García, 2001: 168). El reparto del territorio materializado por ambos países y la enconada resistencia saharaui imposibilitó alcanzar acuerdo alguno, estallando entonces una cruenta guerra que duraría hasta finales de la década de 1980. Aunque las etapas iniciales vieron cómo el Frente Polisario ponía en jaque a Mauritania, forzándola así a renunciar a sus apetencias sobre el territorio, la superioridad militar marroquí acabó imponiéndose, provocando su consolidación en buena parte del Sahara Occidental y expulsando a decenas de miles de refugiados hacia los campamentos de refugiados de Tinduf, construidos al amparo del régimen de Argel5.


			Los largos y sanguinarios años de lucha finalizaron cuando ambos actores suscribieron un Plan de Arreglo en 1988, auspiciado por las Naciones Unidas al amparo de un texto inicial de la Organización para la Unidad Africana6. Este acuerdo preveía las condiciones básicas para favorecer el camino hacia la pacificación (alto el fuego, repatriación de refugiados, retirada militar de Marruecos, intercambio de prisioneros, etc.), así como la nota fundamental del compromiso para la celebración de un referéndum basado en la revisión del censo español de 1974, estableciéndose para ello el despliegue parcial civil y militar de la Misión de Naciones Unidas para el Referéndum en el Sahara Occidental (MINURSO) (Boukhari, 2004). Por tanto, los contendientes flexibilizaban sus posiciones de partida, donde el Frente Polisario admitía la revisión de ese censo claramente favorable a sus intereses, así como la posibilidad de un escenario final de integración con Marruecos, mientras este cedía en su posición de fortaleza política con la entrada de la MINURSO en el territorio y la circunstancia plausible de que el Sahara Occidental se independizara (Ruiz Miguel, 2003: 10). En efecto, con objeto de preparar y garantizar la celebración del referéndum, en el que el pueblo saharaui decidiera entre la independencia o la integración en Marruecos, las Naciones Unidas establecieron la MINURSO en abril de 19917.


			Es importante destacar esta segunda opción, la integración, pues supuso la entrada en escena de la denominada “tercera vía”, es decir, una suerte de punto intermedio entre la independencia y la total asimilación del Sahara Occidental por parte de Marruecos en el que el territorio disfrutaría de cierto grado de autonomía bajo soberanía marroquí. La “tercera vía”, como veremos más adelante, ha disfrutado de un protagonismo todavía mayor en las tesis políticas defendidas por Marruecos, aunque también aceptado por parte de algunos actores de la comunidad internacional (léase Francia, Estados Unidos o España).


			Precisamente la cuestión de las opciones/preguntas de la consulta fue uno de los aspectos clave que paralizaron el referéndum (Vidal, 2003). Junto con esta problemática, la elaboración del censo fue el otro gran escollo, pues ambas partes intentaron maniobrar para decantar a su favor la composición de la población a ser consultada, promoviendo “definiciones y criterios divergentes de inclusión y exclusión de electores potenciales” (Mora, 2015a: 26). El tenso proceso se movía en la cuerda floja, por lo que, ante el peligro de una caída definitiva, se consiguió salvarlo logrando que ambas partes renovaran sus compromisos en los llamados Acuerdos de Houston8. 


			Si bien los denodados esfuerzos por sacar adelante el referéndum estaban abocados al fracaso por el espinoso tema de la elaboración del censo. El trabajo de la MINURSO y su propuesta de población censal del año 2000 fue sibilinamente saboteado por Marruecos con la presentación de miles de alegaciones de individuos que afirmaban tener el derecho a ser parte activa de la consulta. El Plan de Paz de 1991 languidecía sin visos de progreso alguno.


			SEGUNDA ETAPA: LOS PLANES BAKER (2000-2004)


			Tras estos primeros intentos fracasados, fue el enviado personal del secretario general de las Naciones Unidades, James Baker, quien consiguió darle nuevos bríos al proceso a través del impulso de sendas propuestas diplomáticas. Ambas, fieles retratos de la imposibilidad de conciliar posturas.


			La primera, el Proyecto de Acuerdo Marco sobre el Estatuto de Sahara Occidental o Baker I, ni siquiera se llegó a aprobar por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas9. El Plan Baker I proponía que el Sahara Occidental pasara a estar administrado por Marruecos durante cuatro años y bajo su soberanía, para en un quinto celebrar el referéndum. Esta propuesta, sin duda un magnífico triunfo de la diplomacia marroquí, fue rechazado de plano tanto por el Polisario como por Argelia al considerarlo claramente desequilibrado a favor de las tesis marroquíes.


			Tras este fracaso, en 2003 se lanzó el Baker II, el denominado Plan de Paz para la Autodeterminación del Pueblo del Sahara Occidental10. Este plan buscaba un complejo equilibrio entre un Sahara bajo control marroquí (aunque fuera temporalmente) y una puerta abierta a la autodeterminación de la RASD (Ruiz Miguel, 2010: 17). El Baker II reiteraba el papel de potencia administradora de Marruecos, aunque de forma transitoria hasta el referéndum, constituyéndose además una autoridad provisional autónoma, con la que Marruecos vendría a repartirse las competencias (Vidal, 2003). Además, incidía en esa “tercera vía”, esto es, que el Sahara Occidental se pudiera convertir en una región más marroquí con cierta autonomía, al contemplar tres opciones, la de la autonomía, la de la completa integración o la de la independencia, siendo, por tanto, el referéndum el que determinaría en definitiva el estatus del Sahara.


			Pero esta vez las tornas se intercambiaron, y fueron el Frente Polisario y Argelia quienes aceptaron, no sin sorpresa, la propuesta. Por el contrario, Marruecos la rechazó. Los dos primeros veían en este cambio de estrategia una manera, tal vez, de ganar respaldo internacional, con una propuesta que les resultaba más favorable que la anterior, también en cuanto a la siempre controvertida cuestión del censo: además de las personas recogidas por la MINURSO en el año 2000 y la inclusión de los saharauis expatriados, se desechaba de su confección a todos aquellos ciudadanos que se hubieran instalado desde 1999, por lo que se excluía a todas aquellas personas que, movidas por Marruecos, se habían asentado en el territorio. En cuanto a Marruecos, se opuso al mismo por representar un escenario claramente perjudicial en comparación con el anterior11. 


			Al fracaso de la propuesta contribuyó significativamente la posición francesa, alineada con Marruecos, que provocó a la postre, y pese al explícito apoyo de Estados Unidos a la iniciativa, que el Consejo de Seguridad solo apoyase, mas no aprobase, el plan12. Sin este fundamental respaldo, el Plan Baker II estuvo igualmente condenado al fracaso. Las Naciones Unidas no pudieron más que conminar a las partes a seguir trabajando por un mayor acercamiento. Ante este escenario, James Baker dimitió. Además, las pretensiones de Naciones Unidas por alcanzar un acuerdo político, del que los Planes Baker serían su último gran intento, fue perdiendo apoyos entre la comunidad internacional frente a los deseos de que fuesen las partes quienes alcanzasen un acuerdo “mutuamente aceptable” (Fernández, 2013: 30). 


			TERCERA ETAPA: LA ‘TERCERA VÍA MARROQUÍ’ (2004-2012)


			Tras la dimisión de James Baker, Peter Van Walsum fue nombrado (29 de julio de 2005) enviado personal del secretario general de Naciones Unidas. Ese mismo año se suceden dos acontecimientos reseñables. El primero, la liberación en el mes de agosto de los últimos cuatrocientos cuatro prisioneros de guerra marroquíes recluidos en Tifariti, Miyek y Aguenit por parte del Frente Polisario, concluyendo así con la puesta en libertad de los más de dos mil cien capturados por este desde el inicio de la contienda armada13. El segundo, y coincidiendo con la conmemoración del 30º aniversario de la Marcha Verde, el anuncio por parte de Mohammed VI de la preparación de un nuevo Plan de Autonomía Ampliada del territorio bajo soberanía marroquí, proyecto que le llevó a crear en 2006 el Consejo Real Consultivo para los Asuntos Saharianos (CORCAS) (Hernando de Larramendi, 2010: 7). El anuncio preparatorio de este nuevo plan estuvo motivado por un creciente activismo en el interior del Sahara Occidental de un movimiento “no violento, legalista y universal” en pro de la independencia (escenificadas en la Intifada pacífica saharaui de mayo de 2005 y contestada violentamente por las fuerzas y cuerpos de seguridad marroquíes), en el que organizaciones como el Colectivo de Defensores Saharauis de los Derechos Humanos (CODESA) reorientaban su lucha hacia el terreno de los derechos humanos a fin de amplificar las audiencias, legitimar su causa y granjearse apoyos en la esfera internacional (Fernández, 2013: 31-32). 


			Será el 11 de abril de 2007 cuando Marruecos presente finalmente su Plan de Iniciativa Marroquí para la Negociación de un Estatuto de Autonomía para el Sahara14 al secretario general de las Naciones Unidas. Era la primera vez que el rei­­no alauí presentaba propuestas concretas sobre el grado de autonomía que estaba dispuesto a ceder. Se trataba de un documento abierto, sujeto a debate, negociación y consenso de las partes implicadas que después sería sometido a referéndum a las poblaciones concernidas. La iniciativa describe las competencias tanto de la región autónoma como del Estado. Establecía la forma de Gobierno, donde el jefe del Gobierno regional sería designado por un Parlamento autonómico compuesto por miembros elegidos por las tribus y por sufragio universal por el conjunto de la población de la región. Contemplaba asimismo la creación de un Tribunal Superior Regional como la más alta autoridad judicial aunque sometida a la Corte Suprema y al Consejo Constitucional marroquí (López, 2007: 5). 


			Ese mismo mes, el Frente Polisario presentó una Proposición para una solución política mutuamente aceptable que asegure la autodeterminación del pueblo del Sahara Occidental. La carta de 16 de abril de 2007, entregada por el representante permanente de Sudáfrica ante las Naciones Unidas y dirigida al presidente del Consejo de Seguridad, recogía la réplica del Polisario a la iniciativa marroquí. En esta, se subrayaba la necesidad de celebrar un auténtico referéndum de libre determinación de conformidad con las modalidades y el formato previsto en el marco del Plan de Paz y del Plan Baker II, esto es, reconociendo el derecho de los votantes a elegir entre la independencia, la integración en el Reino de Marruecos o, como tercera opción, la integración vestida de autonomía. Asimismo, manifestaba su compromiso de aceptar los resultados del referéndum cualesquiera que fueran estos, y a negociar (bajo los auspicios de las Naciones Unidas) con Marruecos tanto las garantías a otorgar a la población marroquí residente en el Sahara Occidental durante diez años, como aquellas otras en las esferas política, económica y securitaria, en el caso de que dicho referéndum de autodeterminación acarreara a la independencia.


			A pesar de la falta de acuerdo entre ambas iniciativas, el Consejo de Seguridad acogió con beneplácito ambas propuestas y, en su Resolución de 30 de abril de 200715, exhortó a las partes a que “entablaran negociaciones de buena fe sin condiciones previas, teniendo presentes los acontecimientos que se habían sucedido en los últimos meses, con miras a lograr una solución política justa, duradera y mutuamente aceptable que condujera a la libre determinación del pueblo del Sahara Occidental”16. Con la convocatoria de estas negociaciones, el Consejo asumía así y hacía propias las recomendaciones de Peter Walsum, quien apuntaba que estas “podrían conseguir lo que ningún plan pudo lograr, esto es, alcanzar un compromiso mutuamente aceptable basado en los principios pertinentes de Derecho internacional y las realidades políticas actuales” (Riquelme, 2013: 220). 


			Al llamamiento del Consejo de Seguridad le sucedieron cuatro rondas de negociaciones oficiales (Manhasset I-IV) entre junio de 2007 y marzo de 2008, a las que asistieron (a las sesiones de apertura y cierre) como observadores, representantes de Argelia y Mauritania, y nueve reuniones informales que se celebraron entre Viena, La Valeta y Manhasset. El resultado fue el afianzamiento de dos posturas absolutamente irreconciliables y excluyentes que plasmaron la incapacidad de llegar a un acuerdo entre las partes, incluidas cuestiones básicas tales como la explotación de los recursos naturales del territorio saharaui o la administración local. El único progreso perceptible fue el relativo a la posibilidad de ampliar las medidas de fomento de la confianza en vigor en lo concerniente al programa humanitario de visitas familiares a cargo de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución 1813 de 2008 (Szmolka, 2013: 59)17. 


			El mandato de Peter Van Walsum finalizó en agosto de 2008 y, en enero de 2009, el diplomático estadounidense Christopher Ross fue designado enviado personal del secretario general para el Sahara Occidental. En febrero llevaría a cabo la primera gira a la región, visitando Rabat, Tinduf y Argelia para celebrar consultas a fondo sobre la posición de las partes y modos de impulsar el proceso de negociación hacia una fase más intensa y sustantiva. La visita de Ross no hizo sino constatar que las posiciones de las partes no habían cambiado desde la cuarta ronda de negociaciones, celebrada en Manhasset del 16 al 18 de marzo de 2008, y seguían manteniendo posturas muy divergentes en cuanto a la manera de alcanzar una solución política justa, duradera y mutuamente aceptable que previera la libre determinación del pueblo del Sahara Occidental como había pedido el Consejo de Seguridad18. La ausencia de resultados positivos tras la última ronda de negociaciones llevó a que el enviado personal sugiriera a las partes que se celebraran “una o más pequeñas reuniones preparatorias oficiosas” que sirvieran como preámbulo y sentaran las bases de cara a una quinta ronda de negociaciones. 


			Las partes, que estuvieron de acuerdo con este nuevo enfoque, celebraron hasta nueve conversaciones oficiosas entre agosto de 2009 y marzo de 2012. Ross no pudo sino constatar el inmovilismo tanto de Marruecos como del Frente Polisario. El “Informe del secretario general sobre la situación relativa al Sahara Occidental”, de 5 de abril de 2012, recogía los posicionamientos de las tres últimas rondas de conversaciones oficiosas, de dos reuniones sobre recursos naturales y medidas de fomento de la confianza, así como de las numerosas consultas bilaterales que mantuvo el enviado personal con las partes en conflicto. En ellas, se confirmaba la voluntad política de reunirse, pero no de entablar una negociación sustantiva hacia el objetivo enunciado en sucesivas resoluciones del Consejo de Seguridad, es decir, hallar “una solución política justa, duradera y mutuamente aceptable que prevea la libre determinación del pueblo del Sahara Occidental”. Mientras que el Frente Polisario sostenía que el Sahara Occidental era un territorio no autónomo cuyo estatuto definitivo debía resolverse mediante un proceso de libre determinación, como se prevé en las resoluciones del Consejo de Seguridad y se define en las resoluciones de la Asamblea General, Marruecos defendía un Sahara Occidental con amplia autonomía dentro del marco de su soberanía, una “solución intermedia” entre la independencia y la integración en Marruecos como la única solución posible del conflicto19. Esta última postura aparece también reflejada en la Constitución marroquí aprobada por referéndum el 1 de julio de 2011, cuyo texto contiene disposiciones relativas a la “regionalización” de las provincias, incluido el Sahara Occidental, y al Plan de Autonomía del Sahara Occidental y fue reiterado en el discurso de conmemoración del 36º aniversario de la Marcha Verde, momento que Mohamed VI aprovechó para reafirmar que Marruecos estaba dispuesto a resolver el conflicto mediante el Plan de Autonomía del Sahara Occidental “en el marco de la unidad nacional y la integridad territorial del Reino” (Riquelme, 2013: 227). 


			Como señala Irene Fernández (2013), en este periodo se aprecia un cambio de tornas en el que “Marruecos volvería a perder la ventaja diplomática lograda con el Plan de Autonomía para el Sahara Occidental y ponerse a la defensiva en distintos aspectos”. Son dos los motivos principales. El primero, el cese de Peter Van Walsum y la llegada de Ross, menos proclive a la propuesta autonómica de Rabat como base para las negociaciones entre las partes20. El segundo, la recuperación de la iniciativa del Polisario, que supo capitalizar el florecimiento en estos últimos años de un movimiento independentista en el interior del territorio del Sahara Occidental. El desarrollo de estos acontecimientos (expuestos de manera sucinta) trajo consigo un endurecimiento de las posiciones del régimen marroquí (Fernández, 2013: 36). Así se puso de manifiesto en la gestión del desmantelamiento por la fuerza del campamento de protesta pacífica por su situación social, política y económica y sus condiciones de vida, al que se trasladaron varios miles de saharauis que abandonaron sus ciudades y se instalaron en el campamento levantado en Gdeim Izik (a 16 kilómetros al sureste de El Aaiún) por parte de los cuerpos de seguridad marroquíes en noviembre de 2010 (Mora, 2015a: 54). A este le sucedió una resolución (inédita) del Parlamento Europeo de 25 de noviembre de 2010 en la que manifestaba “su más profunda preocupación por el notable deterioro de la situación en el Sahara Occidental, y condenaba con firmeza los violentos incidentes que se produjeron en el campamento de Gdeim Izik cuando estaba siendo desmantelado” (Parlamento Europeo, P7_TA (2010)0443). 


			Este estado de crispación de Marruecos se vio acentuado por otros dos acontecimientos. El primero, los resultados del “Proyecto de decisión del Consejo relativa a la celebración de un Protocolo entre la Unión Europea y el Reino de Marruecos por el que se fijan las posibilidades de pesca y la contrapartida financiera previstas en el Acuerdo de Colaboración en el sector pesquero entre la Comunidad Europea y el Reino de Marruecos” de 29 de noviembre de 2011 y en el que se propone al Parlamento que deniegue su aprobación. Una recomendación que se sustentaba en la controversia de la inclusión de las actividades de pesca en las aguas del Sahara Occidental (Parlamento Europeo, 11226/2011-C7-0201/2011-2011/0139-NLE). El segundo, una nueva resolución del Parlamento Europeo de 13 de diciembre de 2012, sobre el “Informe anual sobre los derechos humanos y la democracia en el mundo (2011) y la política de la Unión Europea al respecto” en el que expresaba su preocupación por el deterioro de la situación de los derechos humanos en el Sahara Occidental, además de exhortar al respeto de los derechos fundamentales del pueblo del Sahara Occidental y exigir la liberación de todos los presos políticos Saharauis (2012/2145(INI)). 


			CUARTA ETAPA: MOMENTO ACTUAL (DESDE 2012)


			Después de las muchas rondas de conversaciones, el conflicto parece encontrarse totalmente en un callejón sin salida. Marruecos no tiene intención de salirse de esa “tercera vía”, planteada, no ya como una alternativa más a elegir entre la tríada inicial, sino como la única posibilidad admisible y viable para el Reino. Y con esa única salida es con la que trabaja el Estado marroquí, que ha optado por la estrategia del “palo y la zanahoria”, manteniendo un férreo control sobre el territorio saharaui y a la vez tratando de dejar entrever su voluntad de facilitar una efectiva autonomía de la región en el seno de la soberanía marroquí. El Frente Polisario, por su parte, intenta mantener sus credenciales jurídicas sobre el Sahara Occidental aceptando implícitamente el estado de cosas actual y apostando todo a la carta del referéndum de autodeterminación, haciendo valer su original título jurídico.


			Ante la ausencia de nuevos espacios de negociación o nuevos planes impulsados desde las Naciones Unidas, Ross ha intentado mantener los contactos bilaterales entre la organización y los distintos actores para tratar de que sean ellos quienes acerquen posturas. Ha hecho de la denominada “diplomacia de lanzadera” el instrumento de contacto y negociación del conflicto buscando esa conciliación de posiciones y esa solución “mutuamente aceptable” por la que se inclina el Grupo de Amigos del Sahara, formado por Estados Unidos, Francia, España, Reino Unido y Rusia (cuatro miembros permanentes del Consejo de Seguridad más España en su condición de antigua colonia). En la actualidad, su principal cometido reside en la configuración de la misión de la MINURSO, cuya renovación anual es un tema candente debido a los tiras y aflojas de ambas partes por influir en sus cometidos: Marruecos desea que la MINURSO mantenga su condición circunscrita al mantenimiento del alto el fuego, mientras que el Frente Polisario (al igual que la Unión Africana) exige que extienda su mandato a la supervisión de los derechos humanos, debido a la situación que se vive en los territorios bajo control de Marruecos. Esto también explica los esfuerzos de las partes, no ya por influir en las negociaciones previas de las resoluciones del Consejo de Seguridad, sino “en la redacción de los informes previos que el Secretario General envía al Consejo de Seguridad” (Mora, 2015a: 31).


			La parálisis se mantiene sin que la iniciativa de regionalización iniciada por Marruecos progrese en los últimos años debido al contexto social y político del país (Ojeda y Suárez, 2013), ni el Frente Polisario consiga la celebración del tan anhelado referéndum de autodeterminación, ni tan siquiera que las Naciones Unidas, a través de la MINURSO, garanticen el cumplimiento de los derechos humanos. Sin embargo, esta guerra fría del siglo XXI, esta “situación de ni guerra ni paz” (Martín y Lozano, 2002; San Martín, 2005; Dedenis, 2007; Mora, 2015a), puede cambiar y que las últimas resoluciones de las Naciones Unidas sean también las últimas sin cambios apreciables en su contenido (Mora, 2015b), debido a la cada vez más preocupante situación de inestabilidad e inseguridad para la comunidad internacional que sufren las regiones del Sahara y el Sahel. 
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			CAPÍTULO 2


			EL DERECHO A LA LIBRE DETERMINACIÓN DEL PUEBLO SAHARAUI 		TRAS CUARENTA AÑOS DE OCUPACIÓN MARROQUÍ*


			JUAN SOROETA LICERAS


			Las Naciones Unidas


			La Asamblea General


			Este año se cumple medio siglo desde que la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamara el derecho a la libre determinación del pueblo saharaui21. Durante este largo periodo en el que el territorio ha estado sometido sin solución de continuidad, primero a la dominación española y luego a la ocupación militar marroquí, las Naciones Unidas han reafirmado anualmente este derecho, pese a que, como veremos, paulatinamente se han ido introduciendo algunos inquietantes elementos en su discurso. 


			La Asamblea General ha venido afirmando desde entonces tanto “la responsabilidad de las Naciones Unidas hacia el pueblo del Sahara Occidental” como el derecho del pueblo saharaui “a la libre determinación y a la independencia, de conformidad con los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y su Resolución 1514 (XV)”. Igualmente, dado el curso de las erráticas negociaciones entre las partes y sus nulos resultados, en sus últimas resoluciones sobre el conflicto saharaui ha recordado que “todas las opciones disponibles para la libre determinación de los territorios son válidas siempre que se ajusten a ‘los deseos libremente expresados del pueblo’ de que se trate y sean compatibles con los principios claramente definidos que figuran en sus resoluciones 1514 (XV) y 1541 (XV), de 15 de diciembre de 1960”. 


			Aunque esta línea de actuación se corresponde con la más pura ortodoxia del Derecho internacional y es necesario que la Asamblea insista en que, sea cual sea la forma en que se resuelva el conflicto, debe ser fruto de la consulta a la población, la influencia de las resoluciones del Consejo de Seguridad, mucho más condicionadas en sus términos por la presión del mal denominado Grupo de Amigos del Sahara Occidental, ha ido introduciéndose también en su lenguaje. Así, en sus resoluciones más recientes, la Asamblea General apoya el proceso de negociaciones que se inició en 2007, “con miras a lograr una solución política justa, duradera y ‘mutuamente aceptable’ que conduzca a la ‘libre determinación del pueblo del Sahara Occidental’”22.


			Lo cierto es que, aunque puede decirse que, desde que en 1966 afirmó el derecho a la libre determinación del pueblo saharaui, la Asamblea General ha venido apoyando la celebración de un referéndum en el territorio que ponga fin al conflicto, debe criticarse abiertamente la timidez de sus resoluciones, que deberían ser más beligerantes frente a la intransigencia de una de las partes, y deberían abandonar esa pretendida e imposible equidistancia entre quien viola el Derecho internacional y quien es víctima de tal violación. 


			El Consejo de Seguridad


			El Consejo de Seguridad viene aprobando anualmente una resolución en relación con el conflicto, a partir de una propuesta del mencionado Grupo de Amigos, que reúne a cuatro de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad (Estados Unidos, Rusia, Francia, Gran Bretaña) y a España, un grupo “selecto” de Estados cu­­ya denominación sería más acorde con la realidad si se llamara Grupo de Amigos del Conflicto del Sahara Occidental, puesto que, lejos de buscar una solución real, sus propuestas favorecen sin disimulos el mantenimiento indefinido del conflicto. Por una parte, esta resolución23 amplía la duración del mandato de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) en el territorio, y, por otra, reafirma “su compromiso de ayudar a las partes a alcanzar una solución política justa, duradera y ‘mutuamente aceptable’, que prevea la ‘libre determinación del pueblo del Sahara Occidental’ en el marco de disposiciones conformes a los principios y propósitos de la Carta de las Naciones Unidas”. Teniendo en cuenta que ya en febrero de 2000, cuando la MINURSO hizo público el censo definitivo para el referéndum, Marruecos afirmó que no volvería a aceptar el referéndum de autodeterminación que consensuó con el Frente Polisario en el Plan de Arreglo, estas resoluciones contienen una contradicción en sus propios términos, pues no cabe una solución “mutuamente aceptable por las partes” que respete “el derecho de autodeterminación”, cuando una de ellas rechaza de pleno este último. En este sentido, cabe recordar que con ocasión de la “celebración” de los cuarenta años de la Marcha Verde, el rey Mohammed VI ha afirmado, en noviembre de 2015 en El Aaiún, capital del Sahara Occidental ocupado, que está impulsando un “modelo de desarrollo para las provincias meridionales” a fin de “concretar la integración de esas provincias en la patria unificada”24, expresiones que excusan cualquier comentario.


			Las resoluciones del Consejo de Seguridad hacen referencia expresa a una serie de cuestiones que permiten tener una visión más completa de la posición de este órgano de las Naciones Unidas sobre el conflicto. Se trata, en especial, del contexto regional en el que este se desarrolla, del estatuto del territorio, del curso de las negociaciones entre las partes y de la situación que atraviesan los derechos humanos.


			Por lo que se refiere a la primera cuestión, estas resoluciones insisten en la necesidad de alcanzar una solución al conflicto para facilitar “la cooperación entre los Estados miembros de la Unión del Magreb Árabe, [lo que] contribuiría a la estabilidad y la seguridad de la región del Sahel”. Por una parte, tal y como ha puesto igualmente de relieve el Consejo de Paz y Seguridad de la Unión Africana en marzo de 201525, el mantenimiento del conflicto saharaui socava los esfuerzos de la organización de promover la integración en la región del Magreb. Por otra, a nadie se le escapa que se trata de una región en la que el flujo migratorio descontrolado y la aparición de grupos terroristas vinculados a Al Qaeda constituyen en la actualidad una de las mayores preocupaciones de la comunidad internacional en materia de seguridad. Se trata de dos cuestiones íntimamente vinculadas, en la medida en que una solución al conflicto facilitaría el acercamiento de dos de los Estados clave para el control de esta región, Marruecos y Argelia. El Consejo de Seguridad es plenamente consciente de ello, pero no está dispuesto a favorecer la creación de un nuevo Estado en la región, en la creencia de que la independencia del Sahara Occidental tendría como corolario la inestabilidad en Marruecos y, en consecuencia, el descontrol del fenómeno terrorista.


			En relación con el estatuto del territorio y el curso de las negociaciones, estas resoluciones afirman que “la consolidación del ‘statu quo’ no es aceptable”. Esta afirmación es muy importante, en la medida en que indirectamente está negando la soberanía marroquí sobre el territorio, pero no deja de ser un brindis al sol, puesto que el Consejo de Seguridad no adopta ninguna medida que fuerce a las partes a modificarlo. Simplemente se limita a exhortar a las partes “a que continúen las negociaciones bajo los auspicios del secretario general, ‘sin condiciones previas y de buena fe’”, cuando, como queda dicho, Marruecos ha afirmado en repetidas ocasiones su principal y única condición previa: que no se puede cuestionar que el Sahara Occidental forme parte de su integridad territorial. El Consejo pide a las partes “que demuestren una mayor voluntad política para llegar a una solución, incluso ahondando en sus deliberaciones sobre las propuestas de la otra parte”, obviando que a lo largo del proceso de identificación (1991-2000) ha habido un único y persistente opositor a la aplicación del Plan de Paz que, debe recordarse, fue negociado libremente por las partes y aprobado por el propio Consejo de Seguridad: Marruecos. 


			Respecto de la situación que atraviesan los derechos humanos, el Consejo de Seguridad trata de mantener una tan incoherente como injusta equidistancia entre las violaciones de derechos humanos de la población saharaui a manos de un Estado que ocupa ilegalmente su territorio, que han sido denunciadas por las propias Naciones Unidas y por organizaciones de la credibilidad de Human Right Watch o Amnistía Internacional, y las violaciones de derechos humanos de los refugiados saharauis que viven en los campamentos de Tinduf, denunciadas no por los refugiados saharauis, sino por el Estado causante de la tragedia humana que viven. Sin duda, el abuso de poder es algo inherente la naturaleza humana. Sin duda, se producen violaciones de los derechos humanos, aunque sea puntualmente, en todos los Estados del mundo, incluidos los más avanzados en la materia. Sin duda, en los campamentos de refugiados de Tinduf se violan también los derechos humanos. Pero resulta profundamente injusto que se trate de equiparar ambas situaciones. Es bueno recordar que la “preocupación” del Consejo de Seguridad por la situación de los derechos humanos de la población saharaui en la parte del Sahara Occidental ocupado por Marruecos se deriva de las denuncias presentadas ante el Consejo por el Frente Polisario y de los acontecimientos que cada cierto tiempo salpican las noticias, despertando, aunque por poco tiempo, algunas conciencias —In­­tifada (2005), incidente protagonizado por la defensora de derechos humanos Aminetu Haidar (2009), levantamiento violento del campamento de Gdeim Izik y consecuente represión en todo el territorio (2010)—, que han llevado incluso a Estados Unidos a proponer la ampliación de los poderes de la MINURSO para que pueda supervisar los derechos humanos, mientras que las que se refieren a Tinduf provienen de la campaña mediática marroquí según la cual el movimiento de liberación nacional saharaui mantiene secuestrada a su población. Quizás las autoridades marroquíes podrían aclarar las razones que llevaron a la población saharaui a huir de su propia tierra hacia la hammada argelina, la parte más inhóspita del desierto, si, según expresión literal del rey Hassan II, la intención de los integrantes de la Marcha Verde no era otra que la de “abrazar a sus hermanos del Sur”.


			La intención de quienes pretenden convertir el conflicto saharaui exclusivamente en un problema de derechos humanos, al tratar de poner en la balanza la situación en los territorios ocupados y en los campamentos de refugiados, es clara: hacer olvidar el origen del conflicto. Por ello, es bueno recordar que el conflicto del Sahara Occidental no es un problema de derechos humanos, sino de descolonización; las graves violaciones de derechos humanos que sufre la población saharaui son consecuencia de la violación de su derecho humano más fundamental, el de su derecho a la libre determinación, que no en vano está recogido en el artículo 1 común del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966.


			La Corte Internacional de Justicia


			Aunque es bien sabido que en octubre de 1975 la Corte Internacional de Justicia se pronunció sobre los posibles vínculos existentes antes de la llegada de los españoles a las costas de lo que desde entonces se denominaría Sahara español entre la población saharaui y Marruecos y Mauritania, pues estos dos Estados pretendían tener derechos soberanos sobre el territorio, no está de más recordar que cuando diez meses antes la Asamblea General había solicitado, a través de su Resolución 3292 (XXIX), al órgano judicial principal de las Naciones Unidas que emitiera un dictamen consultivo sobre la cuestión, lo que pretendía era que la Corte le iluminara sobre la forma en que debía resolver el conflicto. La Corte debía establecer si el conflicto debía resolverse retrotrayendo el territorio a los Estados reclamantes o si lo que procedía era continuar con el proceso de descolonización ya emprendido por las autoridades españolas e impulsado por las propias Naciones Unidas, y celebrar un referéndum de autodeterminación en el territorio. El Dictamen de 16 de octubre de 1975 estableció la inexistencia de vínculos de soberanía entre la población del territorio y el Reino de Marruecos y Mauritania, pero fue más explícita aún al establecer que la vía a seguir para resolver el conflicto era y sigue siendo “la aplicación del principio de autodeterminación mediante la expresión libre y auténtica de la voluntad de las poblaciones del territorio”. Aunque entonces se levantaron algunas voces que afirmaban que el dictamen fue ambiguo —aún hoy hay quien lo mantiene26—, lo cierto es que el objeto de la pregunta formulada por la Asamblea General tuvo una respuesta contundente: el conflicto debe resolverse mediante la aplicación del derecho a la libre determinación de los pueblos.


			La Unión Africana


			Las Naciones Unidas no son la única organización internacional que se viene encargando del conflicto saharaui. En el momento en que las partes negociaron el Plan de Paz, a lo largo de todo el proceso de identificación, y posteriormente en los momentos en que ha repuntado la violencia en los territorios ocupados por Marruecos, la Unión Africana ha desempeñado un importante, aunque hasta ahora algo tímido, papel, máxime si se tiene en cuenta que la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) es miembro de la organización de integración africana desde 1982, y que, en opinión de esta, la presencia de Marruecos en el territorio constituye una auténtica ocupación27. 


			La paralización del Plan de Paz como consecuencia del bloqueo marroquí y el hecho de que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas no sea capaz más que de alentar a las partes a negociar, sin condiciones previas, una solución “mutuamente aceptable”, ha hecho despertar a la Unión Africana del largo letargo que ha vivido desde que finalizó el proceso de identificación. Así, el Comunicado del Consejo de Paz y Seguridad de la Unión Africana, de 27 de marzo de 2015, y el informe del asesor jurídico de la Unión Africana, de 9 de octubre de 2015, sobre la legalidad de la explotación de los recursos naturales del Sahara Occidental, han dado un giro copernicano a la posición de la organización ante el conflicto, decidida, al menos en apariencia, a desbloquearlo, llevando a cabo, si fuera necesario, acciones concretas para defender los derechos del pueblo saharaui, que son, a fin de cuentas, los de un Estado miembro de la organización.


			Aunque es de lamentar que, en aras de no contradecir el contenido de las resoluciones del Consejo de Seguridad, ambos documentos hayan caído en la mencionada trampa terminológica, fabricada por el Grupo de Amigos del Sahara Occidental, de apoyar una “solución mutuamente aceptable que respete el derecho a la libre determinación del pueblo del Sahara Occidental”28, la Unión Africana toma cartas en el asunto adoptando importantes decisiones, como vamos a ver a continuación.


			El Comunicado del Consejo de Paz y Seguridad de la Unión Africana,	de 27 de marzo de 2015


			En primer lugar, el consejo africano decide establecer un Grupo de Contacto Internacional para el Sahara Occidental (ICG-WS) con el fin de “mantener el tema en la agenda internacional y movilizar el apoyo necesario para la pronta resolución del conflicto”. A nadie se le escapa que el objeto de la creación de este Grupo de Contacto es dejar a un lado al inoperante Grupo de Amigos del Sahara Occidental, que, como queda dicho, más que promover la resolución del conflicto lo perpetua.


			En segundo lugar, decide reactivar el Comité ad hoc de Jefes de Estado y de Gobierno sobre el conflicto del Sahara Occidental, que fue creado en 1978 y que desempeñó un importante papel en los años previos al ingreso de la RASD en la organización. 


			En tercer lugar, insta al Consejo de Seguridad, aunque hasta ahora con nulo éxito, a que amplíe el mandato de la MINURSO en el ámbito de los derechos humanos, “teniendo en cuenta la necesidad de garantizar una supervisión sostenida, independiente e imparcial de los derechos humanos tanto en el territorio como en los campamentos de refugiados”. A la vista está que pese a que, de alguna manera, planta cara a las Naciones Unidas, procura no separarse demasiado de la literalidad de las resoluciones del Consejo de Seguridad para que no se le pueda tachar de parcialidad, y mantener la supuesta ecuanimidad de la ONU, aunque, como hemos señalado anteriormente, en nuestra opinión, es un error tratar de mantener una equidistancia entre la situación de los derechos humanos en los territorios ocupados y en los campamentos de refugiados. 


			Finalmente, y, lo que es más importante, abre la puerta a una nueva y más activa política de la Unión Africana respecto del conflicto, al recomendar que se considere una estrategia de boicot mundial a los productos de las empresas que participan en la explotación ilegal de los recursos naturales del Sahara Occidental, como una forma de lograr atraer la atención de la comunidad internacional sobre la situación en el territorio. Aunque habrá que esperar para ver si finalmente esta propuesta se concreta en una política de boicot real, no hay duda de que las medidas económicas de presión han sido, a lo largo de la historia reciente de las relaciones internacionales, las más efectivas.


			El Informe del Asesor Jurídico de la Unión Africana, de 9 de octubre 	de 2015, sobre la legalidad de la explotación de los recursos 		naturales del Sahara Occidental


			Pese a la indudable trascendencia de este informe, como punto de partida debe destacarse el grave error en que incurre, al afirmar que “desde el punto de vista de las Naciones Unidas, el Sahara Occidental no tiene ninguna potencia administradora, pues España se retiró del territorio el 26 de febrero de 1976”29. Igualmente mantiene que esta situación se deriva del hecho de que España “renunciara a su condición de potencia administradora”30. A este respecto, cabe recordar que, tal y como ha señalado reiteradamente la Asamblea General de las Naciones Unidas, “a falta de una decisión de la propia Asamblea General, en el sentido de que un territorio no autónomo había alcanzado la plenitud del gobierno propio de conformidad con el Capítulo XI de la Carta, la potencia administradora interesada debía seguir transmitiendo información en virtud del inciso e) del artículo 73 de la Carta con respecto a ese territorio”31. De acuerdo con esta resolución, es evidente que España sigue siendo la potencia administradora del territorio, y que, en consecuencia, Marruecos es la potencia ocupante, ya que a los ojos de las Naciones Unidas España no ha dejado nunca de ser la potencia administradora. El hecho de que en la relación de territorios no autónomos figure en el espacio correspondiente a la potencia administradora una nota en la que se aclara que España notificó a las Naciones Unidas en la mencionada fecha su decisión de dar por terminadas sus responsabilidades sobre el territorio es una simple constatación de un hecho32. El secretario general se limitó a tomar nota de la declaración española, pero su condición de simple fedatario le impedía calificar jurídicamente este hecho. Como veremos más adelante, los propios tribunales españoles han confirmado la condición de potencia administradora de nuestro país, al afirmar que los hechos que se producen en el territorio están bajo su jurisdicción en aplicación del criterio de territorialidad.


			El informe afirma que para que la explotación de los recursos naturales saharauis sea legal “debe beneficiar al pueblo del Sahara Occidental y respetar sus deseos”, de forma tal que “el pueblo del Sahara Occidental y sus legítimos representantes (Frente Polisario) y el Gobierno de la RASD no solo deben ser consultados, sino que deberán participar directamente en cualquier arreglo o acuerdo respecto de la exploración o explotación de los recursos naturales en su territorio”. Como vamos a ver más adelante, esta afirmación constituye la más pura expresión de lo que establece el Derecho internacional en la materia.


			Pero el informe va más allá, al afirmar que “el Consejo de Seguridad debe asegurarse de que Marruecos rinda cuentas de forma escrupulosa de esas actividades y transfiera todos los beneficios acumulados al pueblo del Sahara Occidental mediante un mecanismo transparente e independiente que sea supervisado por las Naciones Unidas y la Unión Africana”33. Por una parte, este informe incurre en una evidente contradicción, al pedir al Consejo de Seguridad que controle el destino de los beneficios de la explotación de los recursos naturales, cuando lo que el Consejo debe hacer es impedir que se produzca tal explotación si no cuenta con el consentimiento de los representantes saharauis. Por otra parte, la relevancia de este informe radica en el he­­cho de que la Unión Africana está reivindicándose como un actor importante en el conflicto, una condición que tuvo en un principio y que nunca debió abandonar pues, tal y como la delegación sudafricana ha afirmado en numerosas ocasiones, en el conflicto saharaui un Estado africano es sometido a dominación colonial por otro Estado igualmente africano. Pero aún podría ir más lejos en ese camino si, tal y como apunta en el informe, fuera realmente capaz de “elaborar una estrategia de boicot integral dirigida contra Marruecos, cualquier otro Estado, grupo de Estados o empresas extranjeras que participen en la exploración o la explotación ilegales de los recursos naturales renovables o no renovables del Sahara Occidental”34. Habrá que esperar aún algún tiempo para ver si estas propuestas se convierten en realidad. 


			La Unión Europea


			La política de la Unión Europea hacia el conflicto del Sahara Occidental no ha variado prácticamente desde que España ingresó en su seno en 1986. Su discurso, según el cual mantiene ante el conflicto una “posición neutral” para no interferir en las negociaciones entre las partes, ha servido tradicionalmente a las autoridades europeas para tratar de justificar la explotación ilegal de los recursos naturales del pueblo saharaui. Así, las advertencias del Parlamento Europeo a la Comisión y al Consejo en el marco de los acuerdos de pesca, en el sentido de que estos deberían suspenderse en el momento en que se tuviera conocimiento de la violación de derechos humanos en el territorio, pues lo contrario supondría una violación del Derecho internacional35, han caído invariablemente en saco roto. 


			Y nada parecía indicar que esta posición fuera a cambiar. Sin embargo, tras casi cuarenta años de una casi inexistente actividad jurídica por parte de los representantes del pueblo saharaui, el recurso de anulación que presentó el Frente Polisario contra la Decisión del Consejo de 8 de marzo de 2012, por la que se aprobaba un Acuerdo de Libre Comercio entre la Unión Europea y Marruecos, ha venido a confirmar que, si bien para las instituciones políticas de la organización de integración europea (Comisión y Consejo) solo cuentan los objetivos económicos que inspiraron su creación, sus tribunales no pueden hacer lo propio, pues deben aplicar el Derecho internacional36. Así, en su Sentencia de 10 de diciembre de 201537, el Tribunal General ha afirmado por vez primera en sede judicial la legitimación activa del Frente Polisario para intervenir ante las jurisdicciones europeas en representación del pueblo saharaui. Igualmente ha afirmado que el Sahara Occidental no forma parte del territorio de Marruecos (algo que, en el curso del procedimiento, se han visto obligados a reconocer igualmente tanto el Consejo como la Comisión). Finalmente, y dado que considera probado y reconocido por ambas instituciones el hecho de que el acuerdo se aplica en el territorio saharaui, la sentencia decide que el acuerdo recurrido es nulo en lo que se refiere a su aplicación al mismo. 


			Aunque es la primera vez que el tribunal europeo anula un acuerdo europeo-marroquí, abriendo así una puerta importante a futuras acciones jurídicas en esta misma línea, las razones que esgrime para ello dejan bastante que desear. Así, la sentencia sigue el erróneo razonamiento del Informe del Asesor Jurídico de las Naciones Unidas (2002), Hans Corell, incurriendo igualmente en importantes contradicciones. Después de afirmar que Marruecos no es la potencia administradora del territorio, Corell afirmaba en su informe que la explotación de los recursos naturales sería acorde con el Derecho internacional si este Estado cumpliera con las obligaciones que se derivan de la Carta de las Naciones Unidas en relación con los territorios no autónomos y de una supuesta y “limitada ‘opinio iuris’”, cuyo origen no justificaba, en virtud de la cual “cuando las actividades de explotación de recursos redundan en beneficio de los pueblos de los territorios no autónomos y se realizan en su nombre o en consulta con sus representantes, se consideran compatibles con las obligaciones que incumben a la potencia administradora en virtud de la Carta, así como conformes a las resoluciones de la Asamblea General y al principio consagrado de ‘soberanía permanente sobre los recursos naturales’”38. El error es evidente: aunque existiera esa supuesta opinio iuris, es incoherente afirmar que, de cumplir las condiciones señaladas (obviamente se está refiriendo a Marruecos), la explotación sería compatible con las obligaciones de la potencia administradora, cuando antes de llegar a esa conclusión ha afirmado que Marruecos no tiene tal condición39.


			El Tribunal incurre, por lo tanto, en el mismo error del asesor jurídico de las Naciones Unidas, al pretender aplicar esa supuesta opinio iuris a quien no es la potencia administradora del territorio. Pero si a efectos puramente expositivos admitiéramos que, con independencia de la condición que tuviera Marruecos en el territorio, deberían respetarse los mencionados requisitos con el objeto de que la población saharaui se beneficiara de la explotación de sus propios recursos naturales, habría que dar la razón al informe del asesor jurídico de la Unión Africana mencionado anteriormente, cuando afirma con rotundidad que el pueblo del Sa­­hara Occidental, el Frente Polisario y el Gobierno de la RASD no solo deberían ser consultados, sino que deberían participar directamente en cualquier negociación sobre la explotación de los recursos naturales del territorio. 


			Por otra parte, el Tribunal europeo incurre en un desliz que difícilmente puede considerarse un lapsus linguae, ya que al explicar que anula la Decisión porque antes de aprobar el acuerdo el Consejo debió examinar “todos los elementos pertinentes a fin de asegurar que las actividades de producción de productos destinados a la exportación no se realicen ‘en detrimento’ de la población del territorio en cuestión, ni conlleven violaciones de sus derechos fundamentales”, transforma la necesidad positiva de que la explotación de los recursos naturales se realice en beneficio de la población por la de que el Consejo tome medidas para que la explotación de los recursos no sea en detrimento de la misma. 


			España


			En febrero de 1976 España notificó a las Naciones Unidas que daba por terminada tanto su presencia en el Sahara Occidental como sus obligaciones como potencia administradora del territorio. Desde entonces ha mantenido que no tiene ningún tipo de responsabilidades sobre el territorio, pese a que, como hemos señalado anteriormente, a los ojos de las Naciones Unidas y a los de los propios tribunales españoles, y pese a que no controle efectivamente el territorio, sigue siendo su potencia administradora. Los sucesivos gobiernos españoles de la democracia han reiterado esta afirmación y han venido explicando que mantienen en el conflicto una posición de “neutralidad activa” con el objeto de no interferir en las negociaciones entre las partes. Pero lo cierto es que, lejos de mantener una posición simplemente “neutral”, lo cual, dada su condición de potencia administradora, sería en sí contrario a sus obligaciones internacionales, han apoyado decididamente el mantenimiento de la ocupación. Son bien conocidas las razones que le llevan a sucumbir a las presiones marroquíes: el teórico papel fundamental que juega Marruecos en la lucha contra el terrorismo integrista, los intereses de las empresas españolas en este país, Ceuta y Melilla, la cuestión de la inmigración ilegal… argumentos que juegan en contra de que nuestro país apueste claramente por la aplicación del Derecho internacional. Lo cierto es que es difícil creer que futuros gobiernos vayan a cambiar esta posición. 


			Sin embargo, junto al hecho insoslayable de que, tras cuarenta años de haber abandonado el territorio, ya va siendo hora de que se proceda a la delimitación marítima de las aguas y de la plataforma continental españolas que limitan con el Sahara Occidental, algo que no va ser posible hasta que se produzca la descolonización del territorio, hay también algunas razones para el optimismo. Así, también en el caso español han sido los tribunales quienes, en aplicación del Derecho internacional, han tenido que poner las cosas en su sitio. En julio de 2014, un auto de la Audiencia Nacional ha venido a confirmar la condición de potencia administradora de España, en los siguientes términos: “España sigue siendo la potencia administradora del territorio y, como tal, hasta que finalice el periodo de la descolonización tiene las obligaciones recogidas en los artículos 73 y 74 de la Carta de Naciones Unidas, entre ellas dar protección, incluso jurisdiccional, a sus ciudadanos contra todo abuso, para lo cual debe extender su jurisdicción territorial para hechos como los que se refieren en la querella a que se contrae el presente procedimiento”40. La Audiencia Nacional estableció de esta forma que la jurisdicción de los tribunales españoles para entender el caso no se derivaba de la aplicación del principio de justicia universal —por lo que prescindió de analizar si afectaba o no al procedimiento la reforma del artículo 23, apartados 2, 4 y 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial—, sino “del principio de territorialidad, recogido en los artículos 8 del Código Civil y artículo 23.1 (de la mencionada ley), que disponen que las leyes penales, las de policía y la de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en territorio español, o a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte”. A partir de este auto de la Audiencia Nacional, desde la perspectiva del Derecho español, lo que ocurra en la parte del Sahara Occidental ocupado por Marruecos es responsabilidad de España, algo con lo que nuestros políticos nunca habían contado. A partir de ahora, España será responsable por las violaciones de derechos humanos que sufran los saharauis a manos de la potencia ocupante, y deberá tomar las medidas que estén a su alcance en su defensa. Las autoridades saharauis deben estudiar las consecuencias de este auto, que sin duda abre las puertas a una vía alternativa de protección de la población ante las violaciones de derechos humanos, algo esperanzador, ante el reiterado veto francés a la posibilidad de que sea la MINURSO quien se encargue de tal menester. 


			La consecuencia primera de la confirmación de que España sigue siendo la potencia administradora del territorio es que Marruecos es la potencia ocupante. Por ello, y de una vez por todas, debe desaparecer tanto de los informes de las diferentes instituciones europeas (Parlamento Europeo, Consejo, Comisión) como de los del propio secretario general de las Naciones Unidas la afirmación contraria al Derecho internacional de que Marruecos es la potencia administradora de facto. En Derecho internacional no existen las “potencias administradoras de facto”. Un Estado es potencia administradora de un territorio si la Asamblea General de las Naciones Unidas le ha atribuido esa condición, y hasta el momento en que ese mismo órgano decida lo contrario. Tal y como, a mayor abundamiento, señala el mencionado auto de la Audiencia Nacional, “si por la legalidad internacional un territorio no puede ser considerado marroquí, tampoco puede aceptarse su jurisdicción como fuero preferente del lugar de comisión del delito”. Dado que Marruecos no es la potencia administradora del territorio, su presencia en él solo puede ser calificada como ocupación, por lo que su condición jurídica en la parte del Sahara Occidental que ocupa ilegalmente es similar a la de Israel en los territorios palestinos ocupados.


			Conclusiones


			Van a cumplirse veinticinco años desde que Marruecos y el Frente Polisario negociaron el alto el fuego y un Plan de Paz que debía culminar con la celebración de un referéndum de autodeterminación en el que los saharauis, y solo ellos, debían decidir el futuro del territorio entre dos opciones posibles: independencia o integración en Marruecos. Tras un penoso proceso de identificación que los interminables obstáculos que puso Marruecos estuvieron a punto de hacer fracasar, en 2000 la MINURSO hizo público finalmente el censo definitivo para el referéndum. Conocedor de que un referéndum con ese cuerpo electoral daría la independencia al Sahara Occidental, el Gobierno de Marruecos acusó a la MINURSO de haber actuado de forma parcial, beneficiando a los saharauis, e hizo pública su decisión de retirarse del Plan de Paz y de no aceptar ya la celebración de un referéndum que cuestione que el Sahara Occidental forma parte de su integridad territorial. Los sucesivos Planes Baker fracasaron igualmente, aunque favorecían sin disimulos las pretensiones anexionistas marroquíes, al prever que tras una autonomía de cinco años se celebraría en el territorio un referéndum de autodeterminación en el que participarían, además de los propios saharauis —la población incluida en el censo de la MINURSO—, los “residentes de buena fe hasta el 31 de diciembre de 1999”. Pero ni siquiera esta sorprendente concesión, contraria al Derecho internacional, que reconoce el derecho de autodeterminación a los pueblos sometidos a dominación colonial, y no, obviamente, a quienes ponen en práctica tal colonización, fue aceptada por Marruecos, pues, tal y como señalara Peter Van Walsum, enviado personal del secretario general de la ONU al Sahara Occidental, ante el Parlamento de Francia, el Gobierno de este Estado “no se fía del voto de sus propios ciudadanos” (en referencia a los colonos).


			Es frecuente escuchar que el problema del Sahara Occidental no se resuelve porque las posiciones de las partes son irreconciliables, porque hay problemas irresolubles de carácter técnico en la confección del censo, oír llamamientos de las organizaciones internacionales a ambas partes para que negocien de buena fe y sin condiciones previas el futuro del territorio. Pero lo cierto es que desde que se pusiera en marcha el Plan de Paz, el Frente Polisario ha ido aceptando todas y cada una de las condiciones que ha ido poniendo e imponiendo el Gobierno de Marruecos, en una exhibición de paciencia diplomática que ha conseguido exasperar a gran parte de su propia población. Desde hace quince años existe ya un censo definitivo para el referéndum, confeccionado por las Naciones Unidas y la Unión Africana con absoluta imparcialidad. El movimiento saharaui ha llegado incluso a aceptar un referéndum en el que participarían los colonos marroquíes. Es difícil imaginar en qué más podría ceder. Cabe recordar para qué está la MINURSO en el territorio. MINURSO es el acrónimo de Misión de Naciones Unidas para el Refe­­réndum en el Sahara Occidental. Hace años que Marruecos y Francia tratan de modificar su mandato, no para incluir en él la facultad de supervisar los derechos humanos, como ha llegado a proponer Estados Unidos, sino para hacer desaparecer de sus siglas esta molesta “R”. No hay problema técnico alguno en relación con el censo. El problema es simple y llanamente de voluntad política. Cabe pensar que las Naciones Unidas la tienen, pero la intransigencia marroquí, apoyada sin reparos por el denominado Grupo de Amigos del Sahara Occidental, y en especial por sus principales valedores, Francia y España, tiene metido al proceso en un callejón sin salida.


			Gdeim Izik fue la demostración de que el pueblo saharaui sigue vivo tras cuarenta años de ocupación. Que más de veinte mil personas, algo reconocido por el propio Gobierno marroquí41, fueran capaces de organizar un campamento en pleno desierto a diez kilómetros de El Aaiún, desafiando al poderoso ejército marroquí, demuestra su convicción de que un día, más pronto que tarde, al igual que el resto de los pueblos sometidos a dominación colonial en el continente africano, ejercerán su derecho a la libre determinación.








 


			CAPÍTULO 3


			DESCOLONIZANDO EL Sahara OCCIDENTAL: 			¿CONFORMARSE CON LA PAZ?, ¿RENUNCIAR A LA JUSTICIA?*42



			JUAN CARLOS GIMENO MARTÍN


			Sahara OCCIDENTAL Y REALISMO POLÍTICO


			El conflicto del Sahara Occidental parece un contrasentido en el mundo que emergió tras la segunda guerra mundial. Para Zoubir (2009: 276), la ausencia de una solución del conflicto tiene su origen en consideraciones sobre las que los saharauis no tienen apenas control. “Pese al carácter absolutamente ilegal de la ocupación marroquí y de las violaciones de los derechos legítimos de los saharauis, las consideraciones geopolíticas han preponderado sobre la legalidad internacional”. Esta oposición entre legalidad internacional y realismo político es la que ha impedido encontrar solución al conflicto. Las potencias exteriores a la región, especialmente Francia y Estados Unidos, miembros del Consejo de Seguridad, habrían impedido que se resuelva este conflicto con el fin de recompensar a Marruecos, un viejo amigo que les ha hecho favores en la guerra contra el comunismo en el pasado y en la guerra actual contra el terrorismo. 


			Puede justificarse o no, pero no hay ninguna duda de que el Reino de Marruecos ha incumplido las sucesivas resoluciones de las Naciones Unidas, ha impedido llevar a cabo el Plan de Arreglo de 1991 y se ha declarado contrario a la celebración del referéndum de autodeterminación, ante la indiferencia de la co­­munidad internacional. Este comportamiento ha provocado una ausencia de credibilidad internacional del Reino de Marruecos y proyecta sombras sobre la legitimidad de las Naciones Unidas para gestionar conflictos que afectan a países poco poderosos. 


			En contraste con la postura “realista” que lleva a la aceptación del statu quo en el Sahara Occidental, Mundy (2008) sostiene que este supone un desafío al orden internacional que no puede quedar sin contestar: “Marruecos no está violando solamente las normas que rigen los territorios no autónomos. Marruecos está también violando lo más importante, las reglas básicas que prohíben la agresión y la ocupación”.


			Para Ruddy (2007; 2009)43, el asunto legal está bien claro; la falta de resolución del conflicto deja ver la complicidad de los poderes fácticos y el doble rasero de las Naciones Unidas: “Vendió a unos ‘don nadie’, los saharauis —por cuyo derecho a la autodeterminación debía celebrarse el referéndum—, para ganarse el favor de un ‘alguien’, el rey Hasán II de Marruecos, que había invadido el Sahara Occidental y perdido su reclamación sobre este territorio ante el Tribunal Internacional [de Justicia de La Haya]”. Ruddy pone en evidencia la complicidad de los altos cargos de las Naciones Unidas, Hassan II “había conseguido convencer a su viejo compinche norteafricano Boutros-Ghali para que las Naciones Unidas corrieran un tupido velo sobre la manifiesta agresión y ocupación del Sahara Occidental por parte de Marruecos”. Estas evidencias, a las que se suman las presiones de lobbies internacionales a favor de la posición marroquí hacen que, para Ruddy, “la historia de este conflicto es totalmente descorazonadora para cualquier persona que crea en el estado de Derecho (rule of law)”. 


			Sin embargo, la descolonización del Sahara Occidental sigue siendo una cuestión de legalidad internacional y sus consecuencias deben considerarse en una escala global: “Privar al pueblo saharaui del derecho a la autodeterminación es una injusticia que pesará para siempre en la conciencia mundial” (Zoubir, 2009: 296). Precisamente por estos argumentos, a pesar de las descorazonadoras lecciones, no es posible inhibirse. 


			Elegir la paz y despreocuparse de la justicia es la opción que subyace a las posiciones que piden mantener el statu quo de la ocupación justificándolo por la estabilidad de la región y por cuestiones de seguridad geopolítica, a la vez que postulan que dicha opción mejorará la vida de los saharauis. Es el caso de Fisas (2011), que retoma la propuesta del Plan Baker II, extendiendo a diez años el periodo de autonomía inicial. 






			Aceptar el autogobierno no es traicionar al pueblo saharaui. Pedir lo imposible y aceptar treinta años más de desierto es, en cambio, un mal favor a una población que tiene el derecho, después de tantos años, de retornar al Sahara y ser protagonista de su destino, aunque inicialmente sea dentro del marco de una autonomía marroquí, eso sí, lo más avanzada posible. Quedará pendiente otro capítulo doloroso, que es el reconocimiento marroquí de que hace treinta y seis años ocupó un territorio, desalojó por la fuerza a la mitad de su población y la bombardeó en su exilio. Una verdad histórica que será necesario admitir para empezar un lento pero necesario proceso de reconciliación (Fisas, 2012). 






			Esta posición que enfatiza la urgencia por encontrar una solución a una situación de no paz rechazando “pedir lo imposible” tiene sus defensores en el campo académico, lo que Medina (2012) ha denominado la “realacademik”44, donde voces autorizadas45, y sin oposición, argumentan sobre la inaceptable situación que viven los saharauis (en el refugio y en los territorios ocupados) pero no cuestionan la ilegalidad de la ocupación, ni la violencia que se ejerce sobre los saharauis. 


			Hay un consenso en señalar que el impasse provocado por la persistencia del conflicto prolonga la enorme penuria del pueblo saharaui, debilita el desarrollo económico y social de Marruecos e imposibilita la integración regional, que todo ello afecta a la paz y a la seguridad en el norte de África y repercute profundamente en las relaciones entre los países del Magreb y de la zona con sus vecinos europeos. El coste de este conflicto es alto para todos los actores implicados (Crisis Group, 2007). Entre los efectos perniciosos que actúan como un boomerang, el historiador marroquí, Laroui, ve el conflicto del Sahara como un doloroso asunto que ha trabado el progreso de Marruecos y como el elemento que sirvió de pretexto para no democratizar el país (López García, 2005a y 2005b). Marruecos, que se encontraría, para el poeta marroquí, Abdellatif Laâbi, “enfermo del Sahara”.






			Para Fuente Cobo (2011):






			[…] cambiar esta ecuación adversa exige efectuar una revisión crítica de la situación actual, ‘eliminando toda fijación obsesiva en sueños inalcanzables’. Ambas partes deben llegar al convencimiento de que los nuevos parámetros y paradigmas que gobiernan en la actualidad el mundo árabe favorecen el comienzo de un proceso de deshielo y cooperación construido sobre la percepción de que tanto marroquíes como saharauis comparten riesgos, intereses y oportunidades comunes y que ha llegado la hora de superar la profunda desconfianza que ha ido alimentándose durante décadas entre ambos pueblos y entre sus clases dirigentes. De esta manera, mediante el ejercicio responsable de la voluntad política, la aplicación de capacidad ejecutiva de la comunidad internacional, manifestada principalmente a través de las Naciones Unidas y el respeto de la legalidad internacional, se podrá encontrar una solución justa y duradera a un conflicto incómodo que se prolonga desde hace más de treinta y cinco años.






			 


			En base a estas consideraciones, ¿hay, entonces, responsablemente que elegir entre paz y justicia al enfrentar este conflicto? Antes de intentar profundizar en esta pregunta debemos poner atención a otro asunto.


			LA CUESTIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y Sahara OCCIDENTAL 


			Un problema, no menor, en la argumentación de los que defienden el realismo político es la baja consideración en la resolución del conflicto de los derechos humanos. La violación de los derechos humanos por las fuerzas de orden marroquí ha sido ampliamente documentada. No se trata de una violencia que se dio hace treinta y cinco años sino que se da ahora, y no se trata de una violencia pequeña. Históricamente alcanza una magnitud que nos escandalizaría en otros lugares. Las cifras de personas saharauis asesinadas o desaparecidas por el régimen marroquí, en términos porcentuales respecto al conjunto de la población, superan a países como Argentina o Chile, y son cercanas a las de la guerra de El Salvador o a las de países que han sufrido genocidio como Guatemala o Timor Oriental (Martín Be­­ristain y González Hidalgo, 2012).


			La pregunta de si el pueblo saharaui debe resignarse a elegir entre la paz y la justicia debe ser abordada ampliando el marco de la consideración de la relación entre realidad y existencia. La realpolitik no tiene en monopolio la definición de la existencia; también forma parte de esta la violencia históricamente ejercida por Marruecos sobre la población saharaui. 


			A la hora de afrontar el desafío del futuro del conflicto, un factor que hay que tener en cuenta es la consideración de las víctimas. Los argumentos sobre la seguridad de la región no pueden pasar por encima de los derechos de las víctimas de graves violaciones de derechos humanos. En el conflicto del Sahara Occidental ha estado ausente de la discusión la “justicia transicional”, donde la verdad, la justicia y la reparación se conviertan en elementos centrales de reconstrucción del tejido social, la participación política y las formas de organización social (Martín Beristain, 2013). Sería necesaria la construcción de una agenda de transformación del conflicto basada en el respeto a los derechos humanos. Esta es la línea ética que, a mi juicio, separa una resolución del conflicto que traerá la convivencia de los contendientes de otra donde la injusticia luchará siempre por ser reconocida. 


			Los sacrificios de las víctimas de un lado y otro tienen que ser considerados en los cálculos sobre los costos del conflicto. Hay una clara asimetría entre las violencias de las dos partes. La violencia directa afectó a un porcentaje relativamente pequeño de la población marroquí, y ello en una “guerra limpia”46. En cambio, la guerra supuso la participación plena de los hombres saharauis en el frente de lucha y de las mujeres en la retaguardia del exilio; los unos junto a las otras constituyeron un pueblo en armas. La experiencia de la guerra, tanto como el exilio y la ocupación, conformaron su identidad de manera individual y colectiva como pueblo. Los pueblos no nacen tanto como se hacen, y la historia desde 1975 no ha hecho sino diferenciar la identidad saharaui de la de su vecino, Marruecos, al sufrir una violencia sistemática por el mero hecho de ser saharauis y reclamar su derecho a autodeterminarse. Los últimos meses (1975-1976), bajo la administración colonial española, constituyen un periodo de ejercicio de una enorme violencia sobre los saharauis provocada por la invasión marroquí-mauritana, que ha sido denunciada reiteradamente ante los organismos internacionales y la opinión pública internacional. Las dimensiones y efectos de esa violencia se conocen ahora con detalle (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012; Martín Beristain et. al., 2013). La violencia marroquí sobre la población saharaui se ha dado con una impunidad que la historia futura hará difícil de justificar. 


			El derecho a la verdad, justicia y reparación debería formar parte de la búsqueda de salidas políticas al conflicto (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012). Los refugiados saharauis de los campamentos de Tinduf no han sido considerados desde un enfoque de justicia. Su situación ha sido vista como un problema político y de ayuda humanitaria, pero no de violación de derechos humanos. Esta población, desde un enfoque de justicia transicional, concede significativa importancia a la devolución de las tierras y al derecho de autodeterminación.


			Por su parte, las víctimas de violación de los derechos humanos que residen en los territorios ocupados proponen acciones relacionadas con la atención en la salud y el apoyo psicosocial, exigen los juicios a los responsables, la protección a las víctimas, la legalización de las organizaciones y las garantías para los derechos humanos. 


			Desde la experiencia internacional de la resolución de conflictos, Martín Beristain (2013) señala que el respeto por los derechos humanos debe estar en el centro de las salidas políticas. La experiencia internacional de resolución de conflictos enseña que los actores de la sociedad civil deben implicarse en las agendas de discusión y negociación política, incluyendo aquí las condiciones para favorecer el retorno de los refugiados. 


			Una pregunta pertinente que surge ahora es si con tal grado de violencia constitutiva de las relaciones entre Marruecos y el pueblo saharaui sería posible llevar a cabo “conversaciones sin precondiciones y de buena fe con el objetivo de llegar a una solución justa, duradera y mutuamente aceptable”. Considerando la asimetría de sus relaciones, alimentada por la impunidad con la que ejerce violencia sobre la población saharaui favorecida por una indiferencia cómplice de miembros del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y de algunos de los funcionarios de esta institución, ¿serían posibles estas conversaciones? ¿En qué condiciones podrían darse?


			CONSIDERACIONES ACERCA DEL ESTABLECIMIENTO 			DE CONDICIONES NO IMPERIALES EN LAS CONVERSACIONES 	ENTRE EL FRENTE POLISARIO Y EL REINO DE MARRUECOS 		PARA LA RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO


			Sostengo, siguiendo el trabajo de Santos (2010)47, que para que se pueda dar una solución política al conflicto del Sahara Occidental, basada en un enfoque de derechos en condiciones no imperiales, mediante la conversación entre las partes, deberían darse las siguientes condiciones.






			Primero: pasar del antagonismo al agonismo. Para que puedan operar las versiones amplias y no estrechas de las culturas políticas de Marruecos y el Sahara Occidental es necesario que los contendientes se reconozcan, uno al otro, como sujetos plenos con sus propias particularidades y con sus diferencias. Como desarrolla Chantal Mouffe (1999; 2003), el antagonismo es constitutivo de lo político. Lo que Mouffe desarrolla al interior del Estado, con sus diferentes fuerza políticas, puede trasladarse en nuestro caso a las relaciones entre dos vecinos en confrontación. Para Mouffe, el reconocimiento de la naturaleza conflictual de la política, siempre posible mediante la distinción amigo/enemigo, es el punto de partida para comprender los objetivos de una política democrática: establecer la distinción nosotros/ellos de modo que sea compatible con el pluralismo, con la diferencia, que por definición no se puede erradicar. Sin embargo, es posible “domesticar” el antagonismo de la relación amigo/enemigo. Esto solo se puede hacer estableciendo un vínculo común entre las partes en conflicto, de modo que se reconozcan como oponentes legítimos, como adversarios, y no como enemigos irreductibles. A esta forma de relación Mouffe la denomina “agonismo”. La dimensión antagónica está siempre presente, es una confrontación real, pero que se desarrolla bajo condiciones reguladas por un conjunto de procedimientos democráticos aceptados por los adversarios. Este paso permitiría conversaciones que podrían desarrollarse siguiendo la lógica de la hermenéutica diatópica propuesta por Santos (2010).


			Estos procedimientos debieran provenir de un marco más amplio donde prevalezcan las versiones amplias y no estrechas de los proyectos nacionales (con imaginarios de construcción nacional abiertos y dialogantes), donde las poblaciones sean tratadas como adultas e informadas, consultadas (democráticamente) en lo que afecte a la construcción nacional. Se necesitaría desarrollar una pedagogía nacional “no nacionalista”, sino abierta al dialogo con grupos sociales, colectivos y pueblos, así como con partidos políticos y otras instituciones. Esto conlleva renunciar al irredentismo de expandirse por encima de tus vecinos. López García (2005b) considera que el reino marroquí no ha hecho lo suficiente para informar a su pueblo sobre la cuestión del Sahara Occidental, empezando con una lectura sesgada del fallo de Tribunal Internacional de Justicia. “Ese sentimiento casi unánime de la sociedad marroquí —no olvidemos a quienes padecieron lustros de cárcel por no compartirlo— acerca de la marroquinidad del Sahara, ha durado mucho tiempo, primero, porque nunca nadie le contó otras caras de la verdad, y segundo, por el miedo a una represión que llegó a la amenaza de Hassan II de arrasar la casa de quien contemporizara con el Polisario. Pero hoy, pese a ser todavía fuerte, ha comenzado a diluirse.” 


			El reconocimiento recíproco de los contendientes, necesario para darse la conversación, pasa por una cuestión exterior a los mismos. Una conversación es un acto comunicativo que se da entre actores. Desde 1991, cuando la gestión del conflicto se inscribió en el marco de las Naciones Unidas, la interlocución principal de saharauis y marroquíes se dirige a la comunidad internacional, no entre ellos. Y es aquí donde la tensión entre la posición realista y el respeto al Derecho internacional, resuelta a favor de la primera, tiene consecuencias para la posibilidad de realización entre las partes, a las que se pide que negocien sin condiciones previas.


			Debo detenerme en ello: la impunidad de los actos de violencia perpetrados sobre los saharauis se comporta en sí misma como un sistema de comunicación, como una lengua que dicta textos desde una pedagogía de la crueldad. Si entendemos los actos violentos que quedan impunes como un mensaje, nos encontramos con una escena donde la impunidad se comporta como una lengua capaz de funcionar eficazmente en la acción enunciativa; su repetición, una y otra vez, la transforma en un lenguaje estable y pasa a considerarse y a comportarse, inserta en una pedagogía de la impunidad, con el cuasi automatismo de cualquier idioma. A la violencia le acompaña la impunidad que produce más violencia, en una espiral sin fin. De esta manera se crea un sentido común que nos lleva a plantear la naturalidad de la situación y a justificarla como normal, a hacernos incapaces de plantearnos otra realidad, a considerar que no hay alternativas. Y la paz, y no la justicia, aparece como el horizonte a conquistar.


			Pero, realizando un escucha atenta y rigurosa de los actos impunes, identificamos no solo a aquellos que infligen el dolor, sino también a aquellos que producen las condiciones en las que este dolor es infligido (un sistema de impunidad). Necesitamos preguntarnos quiénes y para qué se dictan estos textos donde la impunidad se vuelve algo perteneciente al orden natural de los hechos, de manera que nuestra elección se reduce a conformarnos con que no se repitan los actos de violencia en lugar de denunciar la propia fuente de injusticia que los produce. Lo importante es identificar algo que no se ve, que parece como ausente, pero que representa un poder soberano que prevalece sobre cualquier otra razón y sobre cualquier vida. Esta ley del poder se manifiesta abiertamente en las relaciones internacionales contemporáneas: derecho de veto en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, la geopolítica de las zonas de influencia de las grandes potencias, la pervivencia de un orden económico que actúa de manera imperialista; esta ley ha hecho prevalecer el realismo sobre el respeto al Derecho internacional en el conflicto del Sahara Occidental, mientras el Consejo de Seguridad ha rehuido los principios al ejercer sus competencias. En el Sahara Occidental, las Naciones Unidas han cedido a las maniobras dilatorias de Marruecos a fin de asegurarse una consulta popular que satisfaga sus propósitos anexionistas mediante la transformación del derecho de libre determinación del pueblo saharaui en el derecho de predeterminación de su destino.


			La impunidad manda un mensaje a quienes lo quieran leer: nos trasmite la evidencia de una jurisdicción ajena sobre la que no podemos interferir. 


			Y es justamente porque no estamos de acuerdo con esto que nos colocamos en una posición de interlocutores críticos. Contra esa pedagogía de la impunidad que practica este poder soberano; para que las conversaciones puedan darse, se necesita dar otro paso.






			Segundo: crear las condiciones “no imperiales” para que la conversación pueda realizarse; esto es, que prevalezca la versión amplia y no estrecha de las Naciones Unidas basadas en el respeto a la Carta de las Naciones Unidas (1945), la Carta Internacional de los Derechos Humanos (1948, 1966) y la Carta Magna de la Descolonización (1960), que organizan los principios éticos, normativos y políticos del orden mundial tras la segunda guerra mundial. 


			Esto significa luchar contra la desigualdad en las relaciones de poder del mundo que habitamos, que han conducido a la pervivencia del conflicto. Esto conllevaría transformar, reducir o eliminar el protagonismo del Grupo de Amigos del Sahara dando paso, en la elaboración de las resoluciones, a un mayor protagonismo de otros actores regionales (como la Unión Africana y del Sur global) con gran interés en la resolución del conflicto, pero sin intereses particulares. Para asegurar la dimensión no imperial de las relaciones que harían posibles este tipo de conversaciones sería necesaria la observancia y presión de la sociedad civil global (en defensa de los derechos de los pueblos y los derechos humanos) sobre la labor de las Naciones Unidas y los actores regionales y globales. 


			Es preciso también romper el muro de silencio que envuelve el conflicto del Sahara Occidental. Pedir responsabilidad a los medios de comunicación e implicación al mundo académico, que, practicando una conducta de mala fe48, invisibilizan el conflicto y sus efectos. En estos ámbitos hay una cuota de responsabilidad en la irresolución del conflicto. 


			Esto conlleva la necesidad de llevar el conflicto del Sahara Occidental más al centro de las luchas emancipatorias contemporáneas, hermanándola con las luchas por las autonomías indígenas, feministas, y otras, practicando otras formas de hacer política internacional que favorecerían esta articulación, como la diplomacia de los pueblos (Gimeno, 2014). 


			Mediante estas convergencias y articulaciones, el conflicto del Sahara Occidental se desplazaría al centro de la consideración de los movimientos y fuerzas sociales presionando sobre los gobiernos, y en especial para aquellos (del Consejo de Seguridad y del Grupo de Amigos del Sahara) que contribuyen activamente (dificultando iniciativas contrarias a los intereses poderosos afectados en el conflicto) o en su indiferencia (mirando hacia otro lado) posibilitan la impunidad de las violaciones del Derecho internacional y los derechos humanos, así como la irresolución del conflicto.


			En estas condiciones, el papel de las Naciones Unidas, en su versión más amplia y posibilitadora, consistiría en crear las condiciones para que los contendientes del conflicto, a su vez en sus versiones amplias y no estrechas, pudieran reconocerse, conversar y llegar a acuerdos. Las Naciones Unidas deberían dar seguimiento a los mecanismos de garantía de estos acuerdos (Ruiz Miguel, 2014). En el caso de no prevalecer las versiones amplias en los contendientes, las Naciones Unidas, en su versión amplia y garantista, podría aplicar el capítulo VII de su Carta49. 


			La sociedad civil global podría también puentear la acción de las Naciones Unidas (si mantiene su versión estrecha) presionando a quienes violen los derechos y quienes incumplan los acuerdos. Dado que las resoluciones adoptadas, todas en la línea de denunciar la ocupación y llamar a la resolución del conflicto del Sahara Occidental en base al respeto al derecho a la autodeterminación de los pueblos y al Derecho internacional, no sean consideradas y la comunidad internacional no sea capaz de imponer la ley, el boicot constituye una táctica importante para presionar al Reino de Marruecos a cumplir con sus compromisos.






			Tercero: establecer los momentos y lugares para la conversación. Puesto que recae sobre el Reino de Marruecos la responsabilidad de la ocupación y el incumplimiento de los acuerdos, además de beneficiarse del apoyo de poderosos aliados en base a intereses particulares (y no en base a los principios de legalidad internacional y del derecho humanitario, etc.), así como es responsable de la violación de los derechos humanos de mujeres y hombres saharauis, debiera, para conversar, aceptar el lugar y el momento elegido por la parte más débil. El momento de entablar las conversaciones deberá consensuarse entre las partes, y con los otros actores involucrados, pero el momento de finalizar las conversaciones, ya sea de manera provisional o permanente, debe dejarse a la decisión de cada parte. El significado político de una decisión unilateral de acabar con el diálogo es diferente cuando la decisión la toma el polo más fuerte, Marruecos, que cuando la toma el más débil, los saharauis. Mientras en el segundo caso puede ser un acto de defensa propia, el primero probablemente será un acto de prepotencia agresiva y descalificará al que la toma la decisión, advirtiendo a los otros actores que observan el proceso. 
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